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				1. Prioridades y expectativas

				1

				Prioridades y expectativas

				Hace unos años, una de las grandes figuras de la biología contemporánea, Ernst Mayr, publicó sus reflexiones acerca de las probabilidades de éxito en la búsqueda de inteligencia extraterrestre.1 Las expectativas le parecían muy reducidas. Su razonamiento se fundaba en el valor de adaptación de lo que denominamos «inteligencia superior», esto es, la forma específicamente humana de organización intelectual. Mayr calculó en unos cincuenta mil millones el número de especies que han existido desde el origen de la vida, de entre las cuales sólo una «alcanzó el tipo de inteligencia necesario para establecer una civilización». Y ello ocurrió muy recientemente, quizás hace cien mil años. Está generalmente aceptado que sólo sobrevivió un grupo reproductor, y que todos nosotros descendemos de él.

				Mayr especuló que la modalidad humana de organización intelectual podría no haber sido favorecida por la selección. La historia de la vida en la Tierra, escribió, refuta la idea de que «es mejor ser listo que estúpido», al menos a juzgar por el éxito biológico: escarabajos y bacterias, por ejemplo, son infinitamente más capaces que los humanos en términos de supervivencia. Apuntó también de manera algo ominosa que «la esperanza media de vida de una especie ronda los cien mil años».

				Estamos entrando en un periodo de la historia humana que podría dar respuesta a la cuestión de si es mejor ser listo que estúpido. La perspectiva más esperanzadora es que dicha pregunta quede sin respuesta. En caso de recibir una respuesta definitiva, ésta sólo podría ser que los humanos fueron una suerte de «error biológico», que se sirvieron de los cien mil años que tenían asignados para destruirse a sí mismos y, de paso, destruir muchas otras cosas.

				Sin duda, la especie ha desarrollado la capacidad para obrar de ese modo. Un hipotético observador extraterrestre bien podría concluir que los humanos lo han demostrado a lo largo de su historia, y con efectos devastadores en los últimos siglos, atacando el entorno que sostiene la vida, la diversidad de organismos más complejos, así como a sus semejantes con fría y calculada crueldad.

				DOS SUPERPOTENCIAS

				El año 2003 se abrió con numerosos indicios de que la preocupación acerca de la supervivencia humana es plenamente realista. Por mencionar unos pocos ejemplos, a principios de otoño de 2002 se supo que cuarenta años atrás se había evitado por los pelos una guerra nuclear posiblemente definitiva. Inmediatamente después de ese descubrimiento asombroso, la administración Bush bloqueó el intento de las Naciones Unidas de prohibir la militarización del espacio, una grave amenaza para la supervivencia. Washington rompió también las negociaciones internacionales para prevenir la guerra biológica y procedió a asegurarse la inevitabilidad de un ataque sobre Irak, a pesar de una oposición popular sin precedentes.

				Organizaciones humanitarias con prolongada experiencia en Irak y estudios de respetadas organizaciones médicas advirtieron que la invasión podría precipitar una catástrofe humanitaria. Las advertencias fueron desoídas por Washington y no despertaron el interés de los medios de comunicación. Un equipo de trabajo estadounidense de alto nivel concluyó que era «probable» un ataque contra Estados Unidos con armas de destrucción masiva (ADM), y que lo sería aún más en caso de librarse una guerra contra Irak. Numerosos especialistas y agencias de inteligencia emitieron advertencias similares, añadiendo que la beligerancia por parte de Washington, no sólo con respecto a Irak, agravaba la amenaza a largo plazo del terrorismo internacional y de la proliferación de ADM. Estas advertencias también cayeron en saco roto.

				En septiembre de 2002, la administración Bush anunció su Estrategia de Seguridad Nacional en la que se declaraba el derecho a recurrir a la fuerza para eliminar cualquier presunto desafío a la hegemonía global estadounidense, destinada a perpetuarse. Esta estrategia a gran escala suscitó la preocupación del mundo entero, incluso entre los altos mandos de la política exterior del país. En aquel mismo mes de septiembre, se lanzó una campaña de propaganda que representaba a Saddam Hussein como una amenaza inminente para Estados Unidos, al tiempo que se insinuaba su responsabilidad en las atrocidades del 11 de septiembre de 2001 y que planeaba cometer otras. Esta actividad propagandística, coincidente con el inicio de la campaña de las elecciones parciales al Congreso, tuvo éxito en generar un cambio de actitud. Enseguida desvió a la opinión pública estadounidense de la esfera global y ayudó a la administración republicana en sus objetivos electorales, a la vez que Irak se convertía en el campo de pruebas designado para la recién anunciada doctrina de recurrir a la fuerza cuando se creyera oportuno.

				El presidente Bush y sus asociados también persistieron en socavar los esfuerzos internacionales por reducir las graves amenazas que pesan sobre el medio ambiente, mediante pretextos que apenas disimulaban su obsequiosidad con determinadas esferas del poder privado. El editor de la revista Science Donald Kennedy escribió que el Programa Científico sobre el Cambio Climático (PCCC), dependiente de la administración, es una parodia que «no incluyó recomendación alguna para la limitación de emisiones u otras formas de mitigar el problema», contentándose con «objetivos de reducción voluntarios que, en caso de cumplirse, permitirían que los índices de emisiones estadounidenses siguieran aumentando alrededor de un 14 % por década». El PCCC ni siquiera consideró la probabilidad, sugerida por un «cúmulo creciente de pruebas», de que el cambio climático a corto plazo ante el que cierra los ojos «activará un brusco proceso discontinuo» que provocará marcados cambios de temperatura en Estados Unidos, Europa y otras áreas templadas. La «despectiva renuncia a una implicación multilateral para afrontar el problema del calentamiento global» por parte de la administración Bush, prosiguió Kennedy, es la «postura que dio inicio al prolongado proceso de erosión de la amistad con sus aliados europeos» y que ha conducido a un «resentimiento latente».2

				En octubre de 2002, resultaba difícil pasar por alto el hecho de que el mundo estaba «más preocupado por la utilización desenfrenada del poder estadounidense que [...] por la amenaza planteada por Saddam Hussein», a la vez que se sentía «tan propenso a limitar el poder del gigante como [...] a arrebatar las armas del déspota».3 La preocupación se fue incrementando en los meses siguientes, al tiempo que el gigante evidenciaba su intención de atacar Irak por más que las inspecciones de la ONU toleradas con reticencia no lograran descubrir las armas que debían servir como pretexto. En diciembre, según encuestas internacionales, los planes bélicos de Washington apenas gozaban de un 10 % de respaldo fuera de Estados Unidos. Dos meses después, a raíz de las multitudinarias protestas a escala mundial, la prensa informó que «quizá sigan existiendo dos superpotencias en el planeta: Estados Unidos y la opinión pública mundial» (por Estados Unidos cabe entender aquí el poder estatal de la nación y no la opinión pública o, ni siquiera, la opinión de la elite).4

				A principios de 2003, ciertos estudios revelaron que el temor a Estados Unidos había alcanzado altas cotas en todo el mundo y que existía desconfianza hacia su liderazgo político. La denegación de derechos y la desestimación de necesidades humanas elementales corrió paralela a un desprecio por la democracia sin parangón, todo ello acompañado por la debida profesión de fe a esos mismos derechos humanos y democracia. Los acontecimientos que sobrevinieron deberían resultar profundamente inquietantes para todos aquellos preocupados por el mundo que piensan dejar a sus nietos.

				Aunque el equipo de Bush se halla en el extremo del espectro político tradicional de Estados Unidos, sus programas y doctrinas cuentan con numerosos precursores, tanto en la historia estadounidense como entre anteriores aspirantes al poder mundial. Aun peor, sus decisiones no desatienden el marco de la ideología predominante y de las instituciones que la encarnan. Existe un vasto cuerpo de precedentes históricos relativos a la voluntad de los líderes para amenazar o recurrir a la violencia ante el riesgo importante de que ocurra una catástrofe. Sin embargo, hoy los riesgos son mucho mayores: la alternativa entre hegemonía y supervivencia raramente se ha planteado de modo tan radical.

				Vamos a tratar de desenmarañar algunas de las muchas hebras con que se teje este intrincado tapiz, centrándonos en el poder mundial que proclama su hegemonía global, cuyas acciones y directrices doctrinales deben ser preocupación primera para todos los habitantes del planeta, especialmente, claro, para los estadounidenses. Muchas personas gozan de ventajas y libertad inusuales —de ahí su capacidad para modelar el futuro—, y deberían afrontar con cuidado las responsabilidades que son el corolario inmediato de tales privilegios.

				TERRITORIO ENEMIGO

				Todos aquellos que desean afrontar sus responsabilidades con un compromiso auténtico con la democracia y la libertad —o simplemente con una supervivencia digna— deberían poder identificar los obstáculos que se interponen en el camino. En los países violentos, éstos son fácilmente reconocibles, mientras que en las sociedades más democráticas resultan más sutiles. Aunque los métodos de las sociedades de cariz algo brutal difieren notablemente de los utilizados en otras más libres, en cierto modo los objetivos son similares: asegurarse de que la «gran bestia», tal como Alexander Hamilton denominó al pueblo, no se extravíe.

				El control de la población ha sido siempre una preocupación básica del poder y de los privilegiados, particularmente desde la primera revolución democrática en la Inglaterra del siglo XVII. Los autodenominados «hombres más capaces» se sintieron consternados cuando una «embrutecida multitud de bestias en forma de hombres» rechazó el marco básico en el que se desarrollaba un enconado conflicto civil que enfrentaba al rey y al Parlamento, y reivindicó un gobierno compuesto por «campesinos como nosotros, que conocemos nuestras necesidades» y no por «caballeros y señores que nos hacen leyes, que están elegidos por el temor con el fin de oprimirnos, desconociendo los quebrantos de la gente». Los hombres más capaces reconocieron que si la gente es tan «depravada y corrupta» como para «otorgar puestos de poder y confianza a hombres malvados e indignos, pierden su poder por no delegarlo en aquellos que son buenos, aunque no sean más que unos pocos». Casi tres siglos después, el idealismo wilsoniano, como suele denominarse, adoptó una postura similar. En el extranjero la responsabilidad de Washington consiste en asegurar que el gobierno sea depositado en manos de «los buenos, aunque no sean más que unos pocos». En Estados Unidos es necesario salvaguardar un sistema de órganos decisorios de elite y ratificación pública, en términos de ciencia política, una «poliarquía» y no una democracia.5

				El presidente Woodrow Wilson no renunció a políticas severamente represivas incluso dentro de Estados Unidos. Sin embargo, tales medidas no suelen ser posibles allí donde los movimientos populares han conquistado una notable cota de libertad y derechos. En tiempos de Wilson, sectores de la elite estadounidense y británica reconocían ampliamente que, en sus sociedades, la coacción era un arma cuya utilidad se iba reduciendo y que eran precisos nuevos medios para domar a la bestia, ante todo a través del control de opiniones y actitudes. Desde entonces, se ha desarrollado toda una industria destinada a esta finalidad.

				La idea de Wilson consistía en que una elite de caballeros con «elevados ideales» debía dotarse de poder para preservar «la estabilidad y la rectitud».6 «Hay que poner a la gente en su sitio», declaró Walter Lippmann en sus progresistas ensayos sobre democracia. En parte dicho objetivo podría alcanzarse mediante «la elaboración de consenso», una «práctica interesada y recurso socorrido de gobierno popular». Esta «revolución» en la «práctica de la democracia» debería habilitar a «una clase especializada» para gestionar los «intereses comunes» que «escapan en gran medida a la opinión pública». En esencia, se trata del ideal leninista. Lippmann había podido observar de primera mano la revolución en la práctica de la democracia como miembro del Comité de Información Pública de Wilson, fundado para coordinar la propaganda de guerra y que cosechó un gran éxito al instilar la fiebre bélica entre la población.

				Los «hombres responsables» que son los que toman las decisiones, prosiguió Lippmann, deben «vivir libres de la avalancha y del rugido desconcertado del rebaño». Estos «intrusos entrometidos e ignorantes» deben ser «espectadores», no «participantes». El rebaño cumple una función: intervenir periódicamente en las elecciones para apoyar a uno u otro elemento de la clase dirigente. Ni que decir tiene que los hombres responsables alcanzan dicho estatus no por virtud de ningún talento o sabiduría especiales, sino por la subordinación voluntaria a los sistemas de poder fáctico y por lealtad a sus principios operativos. Esto es, que las decisiones fundamentales de la vida social y económica atañen a instituciones que funcionan según un poder autoritario de arriba abajo, en tanto que la participación de la bestia se ve circunscrita a un reducido foro público.

				El debate se centra sólo en cuán reducido debe ser este foro público. Las iniciativas neoliberales de los últimos treinta años han sido diseñadas para restringirlo, y legar la toma de decisiones a tiranías privadas no representativas estrechamente vinculadas entre sí, así como a unos pocos estados poderosos. La democracia puede sobrevivir en tales condiciones, pero de forma extremadamente limitada. Los sectores Reagan-Bush han asumido una posición extrema al respecto, pero el espectro político es notablemente estrecho. Algunos apuntan que apenas existe, y se mofan de los expertos que, durante las campañas electorales, «se ganan la vida comparando los aspectos más acertados de las comedias representadas en la NBC con los de las emitidas por la CBS»: «Mediante un acuerdo tácito los dos grandes partidos enfocan la contienda por la presidencia [como un] kabuki político [en el que] los intérpretes conocen su papel y todos se ciñen al guión», «adoptando poses» que nadie puede tomarse en serio.7

				Cuentan los intelectuales liberales que si la gente escapa a su marginación y pasividad, se plantea una «crisis de la democracia» que debe superarse en parte mediante medidas que controlen a las instituciones responsables del «adoctrinamiento de los jóvenes» —escuelas, universidades, iglesias y demás—, y quizás incluso mediante el control de los medios, en caso de que la autocensura no baste.8

				Al asumir estas posturas, los intelectuales contemporáneos beben de las oportunas fuentes constitucionales. James Madison sostenía que el poder debe delegarse a «la riqueza de la nación», «el grupo de hombres más capaces», que comprenden que el papel del gobierno consiste en «proteger a la minoría de los opulentos contra la mayoría». Con una visión precapitalista del mundo, Madison confiaba en que el «hombre de estado ilustrado» y el «filósofo benevolente» que debían ejercer el poder «discernirían el verdadero interés de su país» y protegerían el interés público contra las «travesuras» de las mayorías democráticas. Madison esperaba que este mal se evitara mediante el sistema de fragmentación ideado por él. En años posteriores, empezó a temer la aparición de graves problemas con el probable aumento de personas que «penarán las fatigas de la vida y suspirarán en secreto por una distribución más equitativa de los beneficios». Buena parte de la historia moderna refleja estos conflictos acerca de quién tomará las decisiones, y de qué modo.

				El reconocimiento de que el control de opinión es la base de todo gobierno, del más despótico al más libre, se remonta por lo menos a David Hume, pero hay que hacer una salvedad. El fenómeno cobra mayor importancia en las sociedades más libres, donde la obediencia no puede ser garantizada por el azote. Es perfectamente natural que las instituciones modernas de control de pensamiento —honestamente denominado propaganda antes de que la palabra pasara de moda por sus asociaciones totalitarias— se originaran en las sociedades más libres. El pionero fue Gran Bretaña con su Ministerio de Información, que se propuso «orientar el pensamiento de la mayor parte de la población mundial». Wilson siguió enseguida el ejemplo con su Comité de Información Pública. Sus éxitos de propaganda inspiraron a pensadores democráticos progresistas y a la moderna industria de relaciones públicas. Algunos integrantes punteros del CIP, como Lippmann y Edward Bernays, tuvieron muy en cuenta estos logros del control de pensamiento, que Bernays denominó «la maquinación del consenso, [...] la esencia misma del proceso democrático». El término propaganda se convirtió en una entrada en la Encyclopaedia Britannica en 1922 y en la Encyclopedia of Social Sciences una década después, con el refrendo académico de las nuevas técnicas de control de la mente pública que aportó Harold Lasswell. Los métodos de los pioneros fueron particularmente relevantes, escribió Randal Marlin en su historia de la propaganda, debido a su «extendida imitación [...] por parte de la Alemania nazi, Suráfrica, la Unión Soviética y el Pentágono», si bien es verdad que los logros de la industria de las relaciones públicas empequeñecen todos esos ejemplos.9

				Los problemas de control a escala nacional resultan particularmente graves cuando los gobernantes ejecutan políticas a las que se opone la población en general. En tales casos, el liderazgo político puede verse tentado a seguir la senda de la administración Reagan, que estableció la Oficina de Diplomacia Pública con el fin de construir consenso para sus políticas criminales en Centroamérica. Un funcionario gubernamental de alto rango describió la Operación Verdad como «una inmensa operación psicológica de las que suelen practicar los militares para influir en la población en terreno hostil o enemigo»: una caracterización sincera de lo que es la actitud imperante hacia la población nacional.10

				TERRITORIO ENEMIGO EN EL EXTRANJERO

				Mientras que el enemigo en casa a menudo debe ser controlado mediante una propaganda intensiva, más allá de las propias fronteras se suele contar con medios más directos. Los líderes de la actual administración Bush —la mayoría reciclados de los sectores más reaccionarios de las administraciones Reagan-Bush I— ya aportaron ejemplos suficientemente claros durante los años en que ejercieron sus cargos en dichas administraciones. Cuando el régimen tradicional de violencia y represión se vio desafiado por la Iglesia y otros herejes en los dominios centroamericanos del poder estadounidense, la administración Reagan respondió con una «guerra al terror», declarada en cuanto el presidente asumió el cargo en 1981. No es de sorprender que la iniciativa se convirtiera instantáneamente en una guerra terrorista —una campaña de matanzas, torturas y barbarie— que pronto se extendió a otras áreas del mundo.

				En Nicaragua, Washington había perdido el control sobre las fuerzas armadas que tradicionalmente se habían ocupado de someter a la población, uno de los más amargos legados del idealismo wilsoniano. La dictadura de Somoza respaldada por Estados Unidos fue derrocada por los rebeldes sandinistas y se desmanteló la criminal Guardia Nacional. En consecuencia, Nicaragua debía ser sometida a una campaña de terrorismo internacional que dejó el país en ruinas. Incluso los efectos psicológicos de las guerras terroristas de Washington son devastadores. El espíritu exultante, de vitalidad y optimismo, que siguió al derrocamiento de la dictadura no podía perdurar desde el momento en que la superpotencia reinante intervino para aplastar las esperanzas de que una historia atroz pudiera tomar un curso distinto.

				En el resto de países centroamericanos que la «guerra contra el terror» reaganiana había fijado como objetivos, las fuerzas equipadas y adiestradas por Estados Unidos mantenían el control. Sin un ejército con el que defender a la población de los terroristas —es decir, las propias fuerzas de seguridad— las atrocidades cometidas fueron incluso peores. Así, el expediente de asesinatos, torturas y devastación fue ampliamente referido por organizaciones de derechos humanos, grupos religiosos, intelectuales latinoamericanos y muchos otros, pero pasó casi inadvertido para los ciudadanos del estado que era máximo responsable de tales actos y no tardó en olvidarse.11

				A mediados de los años ochenta, las campañas de terrorismo de Estado respaldadas por Estados Unidos habían creado sociedades «afectadas por el terror y el pánico [...] la intimidación colectiva y el miedo generalizado», en palabras de una relevante organización confesional de derechos humanos con sede en El Salvador: la población había «asumido interiormente» el «uso cotidiano de medios violentos» y «la aparición frecuente de cuerpos torturados». Al regreso de una breve estancia en su Guatemala natal, el periodista Julio Godoy escribió que «uno se siente tentado a creer que alguna gente en la Casa Blanca adora los dioses aztecas, con sus ofrendas de sangre centroamericana». Godoy había huido el año anterior cuando los terroristas volaron las dependencias del diario para el que trabajaba, La Época, una operación que no despertó interés alguno en Estados Unidos: la atención se centró cuidadosamente en las infracciones del enemigo oficial, sin duda reales, pero difícilmente detectables en la región dada la escalada del terrorismo de Estado respaldado por Washington. La Casa Blanca, escribió Godoy, instaló y apoyó en Centroamérica fuerzas que podrían «competir fácilmente por el premio mundial en crueldad con la Securitate de Nicolae Ceaus¸escu».12

				Después de que los mandos terroristas alcanzaran sus objetivos, se estudiaron las consecuencias en una conferencia en San Salvador compuesta de jesuitas y asociados laicos, que hablaron a partir de su experiencia personal y de lo observado a lo largo de la siniestra década de los ochenta. La conferencia concluyó que no basta con centrarse únicamente en el terror, pues no es menos importante «explorar [...] qué peso ha tenido la cultura del terror en domesticar las expectativas de la mayoría», impidiéndole considerar «alternativas a las exigencias de los poderosos».13 Y no sólo en Centroamérica.

				Destruir la esperanza es un proyecto de importancia crucial. Y cuando se logra, queda permitida la democracia formal; incluso se prefiere, ni que sea a efectos de relaciones públicas. En círculos más honestos, se acepta buena parte de lo referido aquí. Naturalmente, lo entienden mucho mejor las bestias con forma de hombres que soportan las consecuencias de desafiar los imperativos de la estabilidad y el orden.

				Todas éstas son cuestiones que la segunda superpotencia, la opinión pública mundial, debería hacer todos los esfuerzos por comprender si desea escapar al confinamiento al que se ve relegada y tomarse en serio los ideales de justicia y libertad que están en boca de todos, pero que resultan difíciles de defender y hacer progresar.

				

			

		

	
		
			
				2. Magna estrategia imperial

				2

				Magna estrategia imperial

				En otoño de 2002, una de las prioridades del programa global era la intención declarada del estado más poderoso de la historia de mantener su hegemonía mediante la amenaza, o el empleo, de su fuerza militar, una esfera de poder en la que no tiene rival. Según la retórica oficial de la Estrategia de Seguridad Nacional, «nuestras fuerzas serán lo bastante sólidas como para disuadir a potenciales adversarios de aspirar a una carrera militar con la esperanza de sobrepasar o igualar el poder de Estados Unidos».1

				Un reputado especialista en asuntos internacionales, John Ikenberry, describe la declaración como una «estrategia magna [que] empieza con el compromiso fundamental de mantener un mundo unipolar en el que Estados Unidos no tiene competidor», una condición que debe «perpetuarse [de modo que] ningún estado ni coalición pueda jamás desafiar [a Estados Unidos] como líder, protector y supervisor global». Esta idea «prácticamente desvirtúa las normas internacionales sobre defensa propia santificadas por el artículo 51 de la Carta de las Naciones Unidas». Además, la doctrina desprecia el derecho y las instituciones internacionales. Ikenberry prosigue: «La nueva magna estrategia imperial presenta a Estados Unidos [como] un estado revisionista que pretende convertir sus ventajas del momento en un nuevo orden mundial que dirige», desafiando a otros a hallar el modo de «sortear, socavar, contener y tomar represalias contra el poder de Estados Unidos». La estrategia amenaza con «dejar un mundo más peligroso y escindido, y un Estados Unidos menos seguro»,2 visión compartida ampliamente en el seno de la elite política internacional.

				APLICAR LA HEGEMONÍA

				La magna estrategia imperial asevera el derecho de Estados Unidos a llevar a cabo «guerras preventivas» a voluntad: Preventiva, no anticipatoria.3 Una guerra de anticipación podría ceñirse a los márgenes del derecho internacional. De este modo, si en 1983 se hubieran detectado bombarderos rusos acercándose a la base militar de Granada establecida por Reagan, con la evidente intención de atacar, entonces, bajo una interpretación razonable de la Carta de las Naciones Unidas, se podría justificar un ataque anticipado para destruir los aviones y quizás incluso la propia base. Cuba, Nicaragua y muchos otros países podrían haber recurrido al mismo derecho durante muchos años cuando se veían hostigados por Estados Unidos, aunque naturalmente sería de locos que los débiles pretendieran aplicar sus derechos. Sean cuales fueren las justificaciones para una guerra de anticipación, no se sostienen para una guerra preventiva, particularmente del modo en que interpretan dicho concepto sus actuales entusiastas: el empleo de fuerza militar para eliminar una amenaza imaginada o inventada, de modo que incluso el término preventivo es un eufemismo.

				La guerra preventiva entra en la categoría del crimen de guerra. Si, de hecho, se trata de una idea «cuyo momento ha llegado»,4 entonces el mundo lo tiene mal.

				Al inicio de la invasión de Irak, el destacado historiador y consejero de Kennedy Arthur Schlesinger escribió:

				El presidente ha adoptado una política de «defensa propia anticipada» que resulta alarmantemente similar a la que empleó el Japón imperial en Pearl Harbor en una fecha que, como ya predijo un presidente anterior, es recordada como una infamia. Franklin D. Roosevelt tenía razón, pero hoy somos los estadounidenses los que vivimos en la infamia.5

				Añadió que «la oleada global de simpatía que envolvió Estados Unidos tras los atentados del 11 de Septiembre de 2001 ha cedido paso a una oleada global de odio hacia la arrogancia y militarismo estadounidense», e incluso en países amistosos la población ve en Bush «una mayor amenaza a la paz que [la que supone] Saddam Hussein». El especialista en derecho internacional Richard Falk considera «inobjetable» que la guerra de Irak fue un «crimen contra la paz del mismo tipo por el que los líderes alemanes que sobrevivieron fueron acusados, perseguidos y condenados en los juicios de Nuremberg».6

				Algunos defensores de la estrategia reconocen que ésta pisotea el derecho internacional, pero no ven en ello problema alguno. Todo el marco del derecho internacional no es más que «palabrería», escribe el profesor de derecho Michael Glennon: «El voluntarioso intento de sujetar el imperio de la fuerza al imperio de la ley» debería depositarse en el cenicero de la historia; una postura muy conveniente para el único país capaz de adoptar para sus propósitos las nuevas no-reglas, visto que gasta casi tanto como el conjunto del resto del mundo en medios de violencia y está abriendo nuevas y peligrosas sendas para desarrollar medios de destrucción ante la casi unánime oposición del mundo entero. La prueba de que el sistema no es más que «palabrería» es evidente: Washington «dejó claro que tiene intención de hacer todo lo que esté en su mano para preservar su preeminencia», luego «anunció que no tendría en cuenta» la resolución del Consejo de Seguridad de la ONU respecto de Irak, al tiempo que declaraba que «no seguiría atado a las reglas de la Carta de las Naciones Unidas relativas al empleo de la fuerza». Quod erat demonstrandum. En consecuencia, las reglas se han «desmoronado» y «el edificio entero se ha desplomado». Todo ello, concluye Glennon, es positivo ya que Estados Unidos es el líder de los «países ilustrados» y, por tanto, «debe resistir [cualquier tentativa] de contener su empleo de la fuerza».7

				El líder ilustrado también es libre de cambiar las reglas a voluntad. Cuando las fuerzas militares de ocupación desplegadas en Irak fracasaron en su intento de descubrir las armas de destrucción masiva que presuntamente justificaban la invasión, la postura de la administración viró de la «absoluta certeza» de que Irak poseía dichas armas a una escala que justificaba una acción militar inmediata a la afirmación de que las acusaciones estadounidenses «quedaban justificadas por el descubrimiento de equipamiento que podría utilizarse potencialmente para producir tales armas». Dirigentes de alto rango sugirieron que «se refinara el controvertido concepto de “guerra preventiva”», que habilita a Washington para actuar militarmente «contra un país que cuente con armas letales en cantidades masivas». La revisión «sugiere, por el contrario, que la administración actuará contra un régimen hostil que no tenga más que la intención y capacidad para desarrollar [ADM]».8

				Prácticamente cualquier país tiene el potencial y la capacidad para producir ADM, y sus intenciones al respecto dependen de los ojos del observador. De ahí que la versión refinada de la magna estrategia conceda efectivamente a Washington el derecho de agresión arbitraria. La consecuencia más notable del derrumbe del argumento proclamado para la invasión consiste en la reducción de los impedimentos para recurrir a la fuerza.

				El objetivo de la mentada estrategia es prevenir cualquier desafío al «poder, la posición y el prestigio de Estados Unidos». Las palabras citadas no son de Dick Cheney ni de Donald Rumsfeld ni de ningún otro reaccionario de la administración Bush que hubiera colaborado en la formulación de la Estrategia de Seguridad Nacional en septiembre de 2002, sino que fueron enunciadas en 1963 por el respetado hombre de Estado de corte progresista Dean Acheson. Por entonces, se trataba de justificar las acciones estadounidenses contra Cuba, sabiendo que la campaña terrorista internacional de Washington destinada a provocar un «cambio de régimen» había sido un factor significativo del peligro inminente de guerra nuclear del que el mundo había escapado pocos meses antes y que se restableció inmediatamente después de la resolución de la crisis de los misiles. A pesar de ello, Acheson instruyó a la Sociedad Americana de Derecho Internacional para que no surgieran «cuestiones legales» cuando Estados Unidos respondiera a un desafío a su «poder, posición y prestigio».

				La doctrina de Acheson fue posteriormente invocada por la administración Reagan, en el otro extremo del espectro político, cuando rechazó la jurisdicción del Tribunal Internacional sobre su ataque a Nicaragua, desechó la orden del tribunal de poner fin a sus crímenes y, luego, vetó dos resoluciones del Consejo de Seguridad en las que se apoyaba la decisión del tribunal y se llamaba a todos los estados a respetar el derecho internacional. El consejero legal del Departamento de Estado, Abraham Sofaer, explicó que no podía contarse con que la mayoría de la población mundial «comparta nuestra idea» y que «esta misma mayoría a menudo se opone a Estados Unidos en cuestiones internacionales de importancia». En consecuencia, debemos «reservarnos el poder para determinar» qué asuntos se ciñen «esencialmente a los límites de la jurisdicción nacional de Estados Unidos»; en este caso, las acciones que el tribunal condenó como «uso ilegal de la fuerza» contra Nicaragua, en términos profanos, terrorismo internacional.9

				El desprecio por el derecho e instituciones internacionales fue flagrante durante los años Reagan-Bush —el primer reinado de los actuales titulares de Washington— y sus sucesores dejaron igualmente claro que Estados Unidos se reservaba el derecho a actuar «unilateralmente cuando sea necesario», incluyendo el «empleo unilateral de poder militar» para defender y asegurarse intereses vitales como «el acceso sin restricciones a mercados clave, a provisiones energéticas y a recursos estratégicos».10 En todo caso, esta postura no era precisamente nueva.

				Los principios básicos de la magna estrategia imperial se remontan a los inicios de la Segunda Guerra Mundial. Incluso antes de que Estados Unidos entrara en guerra, analistas y planificadores de alto rango concluyeron que, en el mundo de posguerra, Estados Unidos aspiraría a «mantener un poder indisputado» y procedería a asegurarse la «restricción de cualquier ejercicio de soberanía» por parte de países que pudieran interferir con su diseño global. Añadieron que «el requisito fundamental» para asegurarse tales objetivos era «el rápido cumplimiento de un programa de rearme completo»; entonces, como ahora, un factor clave de «una política integrada para alcanzar la supremacía económica y militar para Estados Unidos». Por entonces, tales ambiciones se limitaban al «mundo no alemán», que debía de articularse bajo la égida de Estados Unidos como un «Área Magna» que comprendiera el hemisferio occidental, el antiguo Imperio británico y el Lejano Oriente. Cuando resultó bien claro que Alemania iba a ser derrotada, los planes se extendieron para incluir la mayor porción posible de Eurasia.11

				Los precedentes, someramente referidos, revelan la reducida esfera operativa en el ámbito de la planificación. Las medidas políticas emanan de un marco institucional de poder a escala nacional, que se mantiene notablemente estable. El poder decisorio económico se halla altamente centralizado, y John Dewey no exageraba cuando describió la política como «la sombra que los grandes negocios ciernen sobre la sociedad». Es natural que la política estatal pretenda construir un sistema mundial abierto a la penetración económica y al control político estadounidenses, sin tolerar rivales ni amenazas.12 Un corolario crucial es la vigilancia para bloquear cualquier actividad destinada a un desarrollo independiente que pueda convertirse en un «virus infeccioso para otros», según la terminología de los planificadores. Se trata de una cuestión básica de la historia de posguerra, a menudo disfrazada bajo tenues pretextos de guerra fría que también fueron explotados por la superpotencia rival en sus dominios algo más reducidos.

				Las finalidades básicas de la gestión global se han perpetuado desde los inicios de la posguerra, entre ellas: contener a otros centros de poder global dentro del «marco de orden general» dirigido por Estados Unidos, mantener el control de las provisiones energéticas mundiales, bloquear formas inaceptables de nacionalismo independiente, y superar «crisis de la democracia» dentro del territorio enemigo interior. Estas misiones asumen modalidades diversas, sobre todo en periodos de acusada transición: los cambios en el orden económico internacional desde 1970; la reducción de la superpotencia enemiga a algo parecido a su estatus tradicional cuasi colonial veinte años después; la amenaza del terrorismo internacional orientada hacia Estados Unidos desde principios de la década de los noventa, brutalmente consumada el 11 de septiembre de 2001. A lo largo de estos años, se han sofisticado y modificado las tácticas para poder lidiar con los cambios, ajustando progresivamente los medios de violencia y aproximando a nuestra especie amenazada al límite de la catástrofe.

				Sea como fuere, la revelación de la magna estrategia imperial en septiembre de 2002 activó justificadamente las alarmas. Acheson y Sofaer describían las directrices políticas en el seno de las elites del poder. Sus posturas sólo son conocidas para los especialistas o lectores de literatura disidente. Otros casos pueden contemplarse como reiteraciones de cariz universal de la máxima de Tucídides según la cual «las grandes naciones hacen lo que quieren, mientras las pequeñas aceptan lo que deben». En contraste, la tríada Cheney-Rumsfeld-Powell y sus acólitos declaraban una política incluso más extrema, orientada hacia la hegemonía global permanente, confiando en la fuerza siempre que sea necesario. Están decididos a que se les escuche y a actuar enseguida para advertir al mundo de que no hablan en vano. Se trata de una diferencia significativa.

				NUEVAS NORMAS DEL DERECHO INTERNACIONAL

				La declaración de la magna estrategia se entendió debidamente como un paso ominoso en la conducción de los asuntos internacionales. Sin embargo, no basta con que una gran potencia declare oficial una política determinada. Debe establecer dicha política como una norma nueva del derecho internacional llevando a cabo acciones ejemplares. Entonces, distinguidos especialistas y reconocidos intelectuales pueden pasar a explicar que el derecho es un instrumento vivo y maleable, de modo que la nueva norma quede ya disponible como directriz para la acción. De acuerdo con ello, al tiempo que se anunciaba la nueva estrategia imperial, los tambores de guerra empezaron a redoblar para despertar el entusiasmo público de cara al ataque contra Irak. Al mismo tiempo, se abrió la campaña de las elecciones parciales. No hay que olvidar esta conjunción.

				El objetivo de una guerra preventiva debe reunir varias características:

				1. Debe estar prácticamente indefenso.

				2. Debe ser lo bastante importante como para justificar la molestia.

				3. Debe poder retratarse como la encarnación del mal y como una amenaza inminente para nuestra supervivencia.

				Irak cumplía con todos esos requisitos. Las dos primeras condiciones son obvias y la tercera resulta fácil de establecer. Basta con repetir las apasionadas arengas de Bush, Blair y sus colegas: el dictador está «acumulando las armas más peligrosas del mundo [con el fin de] dominar, intimidar o atacar»; y «ya ha recurrido a ellas contra poblados enteros, dejando a miles de sus propios ciudadanos muertos, tullidos o ciegos [...]. Si esto no es el mal, entonces ¿qué es?».13

				Sin duda, la elocuente denuncia del presidente Bush en su discurso sobre el Estado de la Unión de enero de 2003 suena verdadera. Y no hay duda de que aquellos que contribuyen a promover el mal no deberían gozar de impunidad; entre ellos, el mismo ponente de tan nobles palabras y sus actuales asociados, que durante largo tiempo respaldaron con plena conciencia de sus crímenes al hombre que encarnaba al mal definitivo. Es sorprendente ver lo fácil que resulta, al relatar los peores crímenes del monstruo, suprimir las cruciales palabras «con nuestra ayuda, que prosiguió porque no nos importaba». El apoyo y el encomio se tornaron denuncia en cuanto el monstruo cometió su primer crimen verdadero: desobedecer (o quizás entender mal) órdenes al invadir Kuwait en 1990. Y el castigo fue severo... para sus súbditos. Sin embargo, el tirano escapó ileso y se vio posteriormente fortalecido gracias al régimen de sanciones impuesto por sus antiguos amigos.

				Mientras se acercaba el momento de manifestar la nueva norma de guerra preventiva en septiembre de 2002, la consejera de Seguridad Nacional Condoleezza Rice advirtió que la siguiente prueba de las intenciones de Saddam Hussein podría ser un hongo nuclear... presumiblemente en Nueva York. Los vecinos de Saddam, entre ellos los servicios secretos israelíes, desestimaron las alegaciones, que acabaron definitivamente socavadas por los inspectores de la ONU, aunque Washington siguiera proclamando lo contrario. Desde el inicio de la ofensiva propagandística, se hizo evidente que las denuncias carecían de credibilidad. «Esta administración es capaz de cualquier mentira [...] con el fin de seguir adelante con su objetivo bélico en Irak», cuenta una fuente gubernamental estadounidense en Washington con dos décadas de experiencia en el servicio de inteligencia. Y sugirió que la oposición de Washington a las inspecciones se debió a que temía no encontrar nada. Las declaraciones presidenciales relativas a la amenaza iraquí «deberían contemplarse como un intento transparente de asustar a los americanos para ganarse su apoyo a la guerra», añadieron dos reputados profesores en relaciones internacionales. Se trata de un procedimiento normal. Washington sigue negándose a aportar pruebas que certifiquen la presunta concentración militar iraquí en la frontera saudí en 1990, que fue la justificación primordial ofrecida para la guerra de 1991 y que fue refutada al instante por un periódico que investigó el caso. Sin efecto alguno.14

				Con pruebas o sin ellas, el presidente y sus asociados emitieron ominosas advertencias acerca de la pavorosa amenaza que Saddam representaba para Estados Unidos y para sus vecinos, y acerca de sus vínculos con terroristas internacionales, apuntando evidentemente a su implicación en los atentados del 11 de septiembre de 2001. El asalto propagandístico del gobierno y los medios tuvo sus efectos. En pocas semanas, aproximadamente el 60 % de los estadounidenses pasaron a contemplar a Saddam como «una amenaza inmediata para Estados Unidos», que hay que eliminar en defensa propia. En marzo, casi la mitad de la población creía que Saddam Hussein estaba personalmente implicado en los atentados del 11 de Septiembre y que entre los secuestradores había ciudadanos iraquíes. El respaldo a la guerra se relacionaba estrechamente con tales creencias.15

				En el extranjero, «la diplomacia [...] fracasó ostensiblemente», informó la prensa internacional, pero «en el país coronó de manera brillante el intento de vincular la guerra contra Irak con el trauma del 11 de Septiembre [...] Casi el 90 % [de los estadounidenses] cree que el régimen [de Saddam] está ayudando e incitando a terroristas que planean futuros ataques contra Estados Unidos». El analista político Anatol Lieven comentó que la mayoría de los estadounidenses habían sido «embaucados [...] por un programa de propaganda cuyas falacias sistemáticas tienen pocos paralelos en sistemas democráticos en tiempos de paz».16 La campaña propagandística de septiembre de 2002 bastó igualmente para otorgar una escasa mayoría a la administración actual en las elecciones parciales, gracias a que los votantes obviaron sus preocupaciones inmediatas y se apiñaron bajo el paraguas del poder por miedo al demoníaco enemigo.

				La diplomacia obró milagros en el Congreso de manera instantánea. En octubre, concedió al presidente autoridad para ir a la guerra «para defender la seguridad nacional de Estados Unidos contra la permanente amenaza planteada por Irak». Es un guión que resulta familiar. En 1985, el presidente Reagan declaró la emergencia nacional, renovada anualmente, porque «las políticas y las acciones del gobierno de Nicaragua constituyen una amenaza inusual y extraordinaria para la seguridad nacional y para la política exterior de Estados Unidos». En 2002, los estadounidenses debían ponerse a temblar de nuevo, esta vez ante Irak.

				El éxito de la diplomacia se manifestó de nuevo el 1 de mayo de 2003 cuando el presidente «aportó un impactante final reaganiano a una guerra de seis semanas» desde el puente del portaaviones Abraham Lincoln. Sin empacho alguno ni preocupación ante posibles comentarios escépticos, declaró haber obtenido una «victoria en la guerra contra el terror», al haber «eliminado a un aliado de al-Qaeda».17 Parece irrelevante que el presunto vínculo entre Saddam Hussein y Ossama bin Laden, su enemigo jurado, se basara en pruebas perfectamente desechables y fuera desestimado por observadores competentes. Igualmente irrelevante es la única conexión conocida entre la invasión iraquí y la amenaza del terror: el hecho de que la propia invasión intensificaba la amenaza, tal como había sido predicho ampliamente. De este modo, la operación entera parece haber sido un «inmenso retroceso en la “guerra contra el terror”», al haber incrementado notablemente el reclutamiento de activos por parte de al-Qaeda.18

				El impacto propagandístico persistió una vez terminada la guerra. Tras el fracaso de los esfuerzos por hallar ADM, una tercera parte de la población creía que las fuerzas estadounidenses las habían hallado y más del 20 % creía que Irak había recurrido a ellas durante la guerra.19 Éstas pueden ser simplemente reacciones de gente sujeta al miedo ante cualquier cosa después de años de intensa propaganda concebida para domar a la «gran bestia» mediante la instilación de pánico.

				La frase «impactante final reaganiano» hace referencia presumiblemente al orgulloso anuncio por parte de Reagan de que Estados Unidos se «mantenía firme» tras haber superado la terrible amenaza planteada por Granada. Algunos comentaristas astutos añadieron que la pantomima cuidadosamente escenificada por Bush en el Abraham Lincoln marcaba «el principio de su campaña de reelección para el 2004», que la Casa Blanca espera que «se construya en la mayor medida posible alrededor de cuestiones de seguridad nacional, y con la eliminación del líder iraquí Saddam Hussein como eje». Para que el mensaje calara mejor en el país, se retrasó la apertura oficial de la campaña hasta mediados de septiembre de 2004 con el fin de que la Convención Republicana, a celebrarse en Nueva York, pudiera vitorear al líder de la guerra, el único capaz de salvar a los estadounidenses de un nuevo 11 de Septiembre, como demostró en Irak. La campaña electoral se centrará en «la batalla de Irak, no en la guerra», explicó Karl Rove, el primer estratega político republicano. Todo forma parte de una «guerra mucho más larga y extensa contra el terrorismo que [según Rove] se extiende claramente, puede que de modo fortuito, hasta el día de las elecciones del 2004».20 Y seguramente más allá.

				Así pues, en septiembre de 2002 ya se disponía de los tres factores necesarios para establecer una nueva norma del derecho internacional: Irak estaba indefenso, era extremadamente importante y representaba una amenaza inminente para nuestra propia existencia. Cabía la posibilidad de que las cosas fueran mal, pero era altamente improbable, al menos para los invasores. De hecho, la disparidad de fuerzas era de tal calibre que quedaba asegurada una victoria abrumadora, al tiempo que cualquier desastre humanitario podía atribuirse a Saddam Hussein. Si tales consecuencias resultaban particularmente desagradables no serían investigadas y las pruebas serían eliminadas, basta con dejarnos guiar por los ejemplos del pasado. Los vencedores no investigan sus propios crímenes y muy poco se acaba sabiendo de los mismos, un principio que tolera pocas excepciones: el número de víctimas de las guerras estadounidenses en Indochina, por ejemplo, se desconoce por un margen de millones. El mismo principio es válido para los juicios contra crímenes de guerra tras la Segunda Guerra Mundial. La definición operativa de crímenes de guerra y de crímenes contra la humanidad fue clara: crímenes calificados como tales en caso de ser perpetrados por el enemigo, no por los aliados. De este modo, se excluyó la destrucción de concentraciones urbanas de civiles. El principio se ha aplicado en tribunales posteriores, pero sólo contra enemigos derrotados u otros que pueden ser menospreciados tranquilamente.

				Después de que la invasión de Irak fuera declarada un éxito, se anunció que uno de los motivos de la guerra había sido el asentamiento de la magna estrategia imperial como nueva norma: «El anuncio de la [Estrategia de Seguridad Nacional] fue la señal de que Irak iba a ser la primera prueba, no la última —informó el New York Times—. Irak se convirtió en la cápsula de Petri de la política anticipatoria.» Una vez que la norma ya había quedado establecida, una alta autoridad añadió que «no vacilaremos en actuar a solas, en caso necesario, para ejercer nuestro derecho a la defensa propia por medio de acciones anticipatorias». «La naturaleza ejemplar de toda la actividad [en Irak] ha sido debidamente reconocida por el resto del mundo», observó el experto en historia de Oriente Próximo en Harvard Roger Owen. Los pueblos y los regímenes tendrán que cambiar el modo en que ven el mundo «de una perspectiva basada en las Naciones Unidas y el derecho internacional a otra basada en la identificación» con los programas de Washington. El despliegue de fuerza les insta a relegar «cualquier consideración seria de interés nacional» en favor de «los objetivos estadounidenses».21

				La necesidad de una demostración de fuerza para «mantener la credibilidad» a los ojos del mundo puede haber inclinado la balanza en la guerra contra Irak. En un repaso de su planificación, el Financial Times remontó a mediados de diciembre de 2002 la decisión de ir a la guerra, tras la entrega de Irak a las Naciones Unidas de su declaración sobre armamento. «“Existía la sensación de que se estaban burlando de la Casa Blanca”, dice una persona que trabajó estrechamente con el Consejo de Seguridad Nacional durante aquellos días posteriores al 8 de diciembre, en que se entregó la declaración. “Un dictador de pacotilla se estaba mofando del presidente y eso encolerizó a la Casa Blanca. Con ello, las perspectivas de una solución diplomática pasaron a ser inexistentes.”»22 Lo que sobrevino no fue más que una farsa diplomática para sembrar confusión mientras se iba estacionando al ejército.

				Con la magna estrategia no sólo declarada oficialmente, sino también aplicada, la nueva norma de guerra preventiva ocupa su lugar en el canon. En la actualidad a Estados Unidos le resultará más fácil tratar con casos más espinosos. Hay posibilidades enormemente tentadoras: Irán, Siria, la región andina y varias más. Las perspectivas dependen en buena medida de la capacidad de intimidar y contener a la «segunda superpotencia».

				Las modalidades para el establecimiento de normas merecen una reflexión más profunda. Ante todo, sólo aquellos que cuentan con las armas y la fe tienen la autoridad para imponer sus exigencias al resto del mundo. Un ejemplo revelador de las prerrogativas del poder es la ampliamente aclamada «revolución normativa» con que acabó el milenio. Tras unos cuantos pasos en falso, los años noventa se convirtieron en «la década de la intervención humanitaria». El nuevo derecho a intervenir a partir de consideraciones «humanitarias» quedó establecido a partir del coraje y el altruismo de Estados Unidos y sus aliados, particularmente en Kosovo y Timor Oriental, las dos joyas de la diadema. El bombardeo de Kosovo en particular ha sido contemplado por distinguidas autoridades como el asentamiento de la norma al haberse recurrido a la violencia sin autorización del Consejo de Seguridad.

				Todo ello plantea una cuestión sencilla: ¿Por qué los noventa, pero no los setenta, se consideraron como «la década de la intervención humanitaria»? Desde el final de la Segunda Guerra Mundial se han dado dos casos prominentes de recurso a la fuerza que pusieron fin efectivamente a crímenes terribles, ambos casos presuntamente en defensa propia: la invasión por parte de la India del este de Pakistán en 1971, que puso fin a matanzas masivas y otros horrores, y la invasión vietnamita de Camboya en diciembre de 1978, que terminó con las atrocidades de Pol Pot en su momento cumbre. No se produjo nada remotamente comparable bajo la égida occidental a lo largo de los años noventa. En consecuencia, a alguien poco familiarizado con las convenciones se le podría excusar la pregunta de por qué «la nueva norma» no fue reconocida como tal en los años setenta.

				La idea se antoja impensable por razones que parecen claras. Los auténticos ejemplos de intervención que acabaron con atrocidades monstruosas fueron realizados por la gente equivocada. Aun peor, en ambos casos, Estados Unidos se opuso firmemente a la intervención y reaccionó de inmediato para castigar al ofensor, particularmente a Vietnam, respaldando una invasión por parte de China e imponiendo sanciones incluso más severas que las vigentes hasta el momento. A su vez, tanto Estados Unidos como el Reino Unido ofrecían apoyo directo al derrocado régimen de los jemeres rojos. De ello se desprende que los años setenta no podían ser la década de la intervención humanitaria y que no había normas nuevas susceptibles de ser establecidas.

				En 1949, la consideración fundamental fue formulada por unanimidad en el Tribunal Internacional de Justicia en uno de sus primeros fallos:

				El Tribunal sólo puede contemplar el presunto derecho a la intervención como la manifestación de una política de fuerza, de aquellas que, en el pasado, han dado lugar a los más graves abusos y de aquellas que no pueden, al margen de cuales sean los defectos de la organización internacional, encontrar lugar en el derecho internacional [...]; a partir de la naturaleza de las cosas [la intervención] quedaría reservada a los estados más poderosos, y podría fácilmente conducir a la propia perversión de la administración de justicia.23

				Mientras intelectuales y poderes occidentales daban muestras de autocomplacencia por haber establecido la nueva norma de intervención humanitaria a finales de los años noventa, el resto del mundo albergaba sus propios pensamientos al respecto. En ese sentido, resulta ilustrativo ver cómo reaccionaron, por ejemplo, ante la repetición por parte de Tony Blair de las razones oficiales de los bombardeos sobre Serbia en 1999: evitar los bombardeos «habría propinado un golpe devastador a la credibilidad de la OTAN» y «el mundo se habría convertido en un lugar menos seguro a resultas de ello». Los beneficiarios de la solicitud mostrada por la OTAN no parecían excesivamente impresionados por la necesidad de salvaguardar la credibilidad de aquellos que les habían estado aplastando durante siglos. Nelson Mandela, por ejemplo, condenó a Blair por «alentar el caos internacional, junto con Estados Unidos, al dar la espalda a otras naciones y jugar a ser el “policía del mundo”», a raíz de sus ataques contra Irak en 1998 y en Serbia al año siguiente. En la mayor democracia del mundo —que, tras la independencia, empezó a recobrarse de los efectos desastrosos de siglos de mandato británico— los esfuerzos de Clinton y Blair para apuntalar la credibilidad de la OTAN y convertir el mundo en un lugar seguro no fueron particularmente apreciados, pero las condenas oficiales y periodísticas emitidas desde la India tampoco fueron escuchadas. Incluso en Israel, el estado cliente por excelencia, las pretensiones de Clinton y Blair y de sus huestes de admiradores locales fueron ridiculizadas por renombrados analistas políticos y militares como un retorno de viejo cuño a la «diplomacia de cañón» bajo el familiar «manto de la rectitud moral» y como un «peligro para el mundo».24

				Otra fuente de información podría haber sido el movimiento de países no alineados, constituido por los gobiernos de cerca del 80 % de la población mundial en el momento de su Cumbre del Sur de abril de 2000. El encuentro fue el más importante de su historia y el primero en reunir a sus jefes de Estado, quienes, además de publicar un sofisticado análisis crítico de los programas socioeconómicos liberales —la llamada «globalización» por ideólogos occidentales—, rechazaron firmemente «el llamado “derecho” de intervención humanitaria». Esta postura se vio ratificada con las mismas palabras en la cumbre de países no alineados de Malaisia en febrero de 2003.25 Puede que ya hubieran aprendido demasiada historia, por las malas, y ya hubieran asistido a demasiadas «intervenciones humanitarias» a lo largo de los siglos como para sentirse aliviados por una retórica exaltada.

				Es una exageración decir que sólo a los más poderosos se les otorga la autoridad de establecer normas de comportamiento apropiado (para ellos mismos). A veces, la autoridad se delega en clientes fiables. Así, los crímenes de Israel se permiten para establecer normas: por ejemplo, su habitual recurso a los «asesinatos selectivos» de sospechosos, llamados «atrocidades terroristas» cuando son ejecutados por manos equivocadas. En mayo de 2003, dos renombrados abogados de derechos humanos israelíes procuraron «una lista detallada de todas las matanzas e intentos de asesinato llevados a cabo por las fuerzas de seguridad israelíes» durante la Intifada de al-Aqsa, desde noviembre de 2000 hasta abril de 2003. Mediante informes oficiales y semioficiales, hallaron que «Israel llevó a cabo no menos de 175 intentos de asesinato» uno cada cinco días, matando a 235 personas de las cuales 156 eran sospechosas de crímenes. «Nos apena enormemente decir lo siguiente —escribieron los abogados— [pero] la extendida y consistente política de asesinatos selectivos es casi un crimen contra la humanidad.»26

				Su juicio no es del todo exacto. El asesinato es un crimen cuando lo perpetran las manos equivocadas, pero es un acto justificado, aunque lamentable, de defensa propia cuando lo ejecuta un cliente que, a su vez, establece normas para «el jefe llamado “socio”»,27 encargado de tramitar la autorización. El propio «jefe» recurrió en Yemen al precedente israelí con el asesinato mediante misil de un sospechoso, que murió junto con otras cinco personas que casualmente pasaban por allí; una misión generosamente aclamada. La operación fue «convenientemente programada [como una] sorpresa de octubre [...] para beneficio del presidente en su mejor momento, en vigilias de las elecciones parciales», y para ofrecer, a su vez, «un botón de muestra de lo que estaba por venir».28

				Un ejemplo de mayor calado del establecimiento de normas por parte de Israel fue su bombardeo del reactor iraquí de Osirak en junio de 1981. Al principio, la operación fue criticada como una violación del derecho internacional. Posteriormente, cuando Saddam fue transformado de amigo predilecto en enemigo deleznable en agosto de 1990, cambió la reacción ante el bombardeo. Lo que en su momento había sido un crimen (menor) había pasado a considerarse norma honorable y fue enormemente celebrado por haber truncado el programa de armas nucleares de Saddam Hussein.

				Sin embargo, la norma pasaba por omitir una serie de factores inconvenientes. Poco después del bombardeo de 1981, el enclave de Osirak fue inspeccionado por un prominente físico nuclear, Richard Wilson, por entonces director del Departamento de Física de la Universidad de Harvard. El interesado concluyó que las instalaciones bombardeadas no estaban en condiciones de producir plutonio, tal como había denunciado Israel, a diferencia del propio reactor israelí Dimona que, según parece, ya había producido varios cientos de armas nucleares. Las conclusiones fueron respaldadas por el físico nuclear iraquí Imad Jadduri, encargado del trabajo experimental en el reactor antes del bombardeo y que huyó posteriormente del país. Jadduri también informó de que el reactor de Osirak era incompatible con la producción de plutonio. Sin embargo, después del bombardeo israelí de 1981, Irak tomó la «decisión firme de avanzar a toda máquina con su programa de armamento». Jadduri estimó que se hubieran necesitado décadas para que Irak obtuviera la cantidad necesaria del temido material armamentístico si el programa no se hubiera visto marcadamente acelerado a resultas del bombardeo. «La acción de Israel intensificó la determinación árabe de producir armas nucleares —concluyó Kenneth Waltz—. La ofensiva israelí, lejos de bloquear la carrera nuclear iraquí, otorgó a Irak el apoyo de otros países árabes para que se dedicara a ella.»29

				Más allá de estos hechos, gracias a la invasión iraquí de Kuwait una década después, la norma establecida por Israel en 1981 está hoy sólidamente asentada. Y si el bombardeo de 1981 aceleró la proliferación de ADM, ello no enmienda de ningún modo el hecho ni aporta lecciones válidas acerca de las consecuencias del recurso a la fuerza mediante la violación del viejo concepto del derecho internacional; concepto que debe ser descartado tras haberse demostrado que se trata de «palabrería», según prueba el desprecio del jefe por él. En el futuro, Estados Unidos y su cliente israelí, y quizás otros privilegiados, podrán recurrir a la nueva norma del modo en que mejor les plazca.

				EL IMPERIO DE LA LEY

				La magna estrategia va más allá del derecho estadounidense. Como en muchos otros países, el gobierno explotó la ocasión brindada por las atrocidades terroristas del 11 de Septiembre para disciplinar a su población. Después de aquella fecha, a menudo por una relación cuestionable con el terrorismo, la administración Bush se arrogó y ejerció el derecho a declarar a determinadas personas —incluidos ciudadanos estadounidenses— como «combatientes enemigos» o «sospechosos de terrorismo» y de encarcelarlos sin acceso a un abogado o a la familia hasta que la Casa Blanca dictamine que su «guerra contra el terror» ha concluido con éxito: esto es, indefinidamente. El Departamento de Justicia de John Ashcroft considera «fundamental [que] si uno retiene a alguien en calidad de combatiente enemigo, obviamente le retiene sin acceso a miembros de la familia ni a representación legal». Tales afirmaciones de autoridad ejecutiva han sido parcialmente sostenidas por los tribunales, que han dictaminado «que un presidente en tiempos de guerra puede detener indefinidamente a un ciudadano estadounidense capturado como combatiente enemigo en el campo de batalla y negarle el acceso a un abogado».30

				El tratamiento de «combatientes enemigos» en el campo de detención de Guantánamo, un enclave de Cuba ocupado por Estados Unidos, suscitó las protestas de organizaciones de derechos humanos e incluso las del propio inspector general del Departamento de Justicia, en un mordaz informe que el departamento desatendió. Tras la conquista de Irak, pronto salieron a la luz pruebas de que los prisioneros iraquíes se veían sujetos a un trato similar: amordazados, atados, encapuchados, golpeados «a la manera en que lo estaban los afganos cautivos en la bahía de Guantánamo en Cuba, un trato cuestionable de por sí según el derecho internacional», por expresarlo en términos suaves. La Cruz Roja protestó vivamente por el rechazo del comando estadounidense a permitir su acceso a los prisioneros de guerra así como a los civiles capturados, violando así la Convención de Ginebra.31 Además, la terminología resulta caprichosa. Un combatiente enemigo puede ser cualquiera al que Estados Unidos decida atacar, sin pruebas que sostengan la acción, tal como Washington reconoce.32

				El pensamiento del Departamento de Justicia queda iluminado por un plan confidencial que se filtró al Centro para la Integridad Pública, titulado «Domestic Security Enhancement Act of 2003». Este «nuevo asalto a nuestros derechos civiles» dilata de manera formidable el poder estatal, escribe el profesor de derecho de la Universidad de Yale Jack Balkin. Socava los derechos constitucionales al otorgar al estado la autoridad para rescindir la ciudadanía por la acusación de aportar «apoyo material» a una organización incluida en la lista negra del fiscal general [ministro de Justicia], incluso si el acusado desconoce que dicha organización forma parte de dicha lista. «Entregue un puñado de dólares a una organización benéfica musulmana que Ashcroft considere una organización terrorista —escribe Balkin— y podría ser expulsado del país.» El plan sostiene que «la intención de renunciar a la nacionalidad no necesita manifestarse en palabras, sino que puede inferirse de la conducta»; inferida, a su vez, por el fiscal general, cuyo juicio debemos aceptar como dogma de fe. Se han trazado analogías con los
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